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INTRODUCCIÓN

La contaminación hídrica constituye uno de los problemas ambientales más graves que enfrenta la humanidad. En primer lugar, puede hacer inservible el suministro de agua para ciertos usos humanos, como el consumo. En segundo lugar, puede afectar en gran medida los ecosistemas naturales, ya sea por la sobrefertilización o eutroficación de lagos y mares, y/o por la acumulación de niveles altamente peligrosos de metales y residuos orgánicos en peces y otro tipo de vida marina. 

Existen tres fuentes básicas de contaminación del agua: las aguas negras domésticas, los efluentes industriales y la escorrentía del suelo. En nuestro país, la calidad del recurso hídrico se encuentra principalmente afectada por los vertimientos de las aguas negras de origen urbano y rural, que aportan una carga orgánica de 1.200 Ton. DBO/día, y por la descarga de vertimientos del sector productivo dentro de los cuales la industria contribuye con 520 Ton. DBO5/día.

El gran problema que enfrenta el control de la contaminación generada, es que el 97% de las aguas negras y residuales del país se vierten a los ríos sin ningún tratamiento, y las plantas de tratamiento existentes no tienen capacidad o evidencian fallas en su funcionamiento (se estima que sólo el 0.21% de las aguas servidas recibe tratamiento antes de ser vertida). La situación colombiana resulta muy grave, al considerar que el conjunto de los países latinoamericanos trata por lo menos el 2% del agua residual que producen. 

Ante estos hechos, la Ley 99 de 1993 y el Decreto Reglamentario 901 de 1997 introducen el uso de tasas retributivas para corregir, al menor costo posible, los efectos nocivos de la contaminación hídrica sobre el medio ambiente. 

Definidas como instrumentos económicos, estas tasas buscan enfrentar al contaminador a la decisión de pagar una tasa por unidad de contaminante vertido y seguir contaminando, o implementar soluciones tecnológicas que le permitan reducir la contaminación, si estas resultan menos costosas que pagar el valor de la tasa por la contaminación que emite. El objetivo de la tasa es permitir que el contaminador seleccione las opciones que minimicen el costo total de cumplimiento de una meta de calidad ambiental establecida por la comunidad regional para cada cuerpo de agua.

Sin embargo, el Decreto 901 de 1997 plantea además que todos los usuarios deben cumplir con unos límites de vertimiento (80% de remoción de carga), de tal manera que el cobro de la tasa retributiva debe realizarse sobre el 20% de carga restante (para los dos parámetros iniciales de contaminación: DBO5 y SST). Ante esta situación, las Autoridades Ambientales Regionales han desarrollado diversas interpretaciones acerca del nivel de carga contaminante sujeto al cobro de la tasa.

La Corporación Autónoma Regional del Río Negro-Nare (CORNARE) interpreta que solamente se puede cobrar por el remanente de carga, es decir, el 20% no removida (Decreto 1594 de 1984), independientemente de que el sujeto que genera la contaminación cumpla la norma o esté en plan de cumplimiento. Por su parte, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) establece que si el usuario está en Plan de Cumplimiento es posible cobrar la tasa por toda la carga contaminante generada.

Si se aplica la interpretación de CORNARE y solamente se cobra por el remanente de carga no removida, los agentes contaminadores que se encuentran en plan de cumplimiento no tienen ningún incentivo para realizar un cumplimiento anticipado del plan.

Si por el contrario se aplica la interpretación de la CVC, en el sentido de cobrar por toda la carga cuando los usuarios estén en planes de cumplimiento, es evidente que se genera un incentivo para reducir la contaminación hasta el límite permisible en un periodo de tiempo menor al establecido en el Plan. 

Estas interpretaciones sobre la aplicación de norma para hacer efectivo el cobro de la tasa retributiva, han generado resultados bien diferentes entre regiones, tanto a nivel económico como ambiental. Evidentemente, la aplicación del instrumento para la comunidad regulada por la CVC ha sido más costo efectivo que para la comunidad regulada por CORNARE, dado que en el caso de la CVC se ha incentivado la adopción de innovaciones tecnológicas que conllevan una estructura de costos más flexible en el mediano y largo plazo, frente a la adopción de soluciones al final del tubo en el caso del sector regulado por CORNARE. 

El objetivo general de este trabajo es demostrar que la interpretación de la norma (Decreto 901 de 1997) hecha por la CVC ha sido más costo efectiva para el sector productivo en el mediano plazo, que la interpretación adoptada por CORNARE, más aún, cuando la mayor parte de los fondos recaudados por concepto de las tasas se invierten en proyectos de descontaminación hídrica en las cuencas reguladas.  

El contenido del documento se ha dividido en cinco capítulos. 

El primer capítulo presenta las dificultades que ha tenido la economía para introducir en su objeto de estudio el problema del agotamiento y degradación de los recursos naturales, específicamente del daño ocasionado por la contaminación ambiental. También plantea el tipo de instrumentos de política que se han diseñado para corregir esta falla del mercado: medidas de Comando y Control vs Instrumentos Económicos. 

El segundo capítulo analiza la introducción de Tasas Retributivas, como tasas por contaminación, en la actual Legislación Ambiental, y plantea algunas consideraciones acerca de su reglamentación para el control de la contaminación hídrica en el país. 

El tercer capítulo examina el actual estado de implementación del Programa de Tasas Retributivas por Vertimientos Puntuales (Decreto 901 de 1997), así como las dificultades y los avances que enfrentan las Autoridades Ambientales Regionales en el proceso de implementación.

El cuarto capítulo presenta un ejercicio de evaluación del impacto económico y ambiental del cobro de tasas retributivas por vertimientos puntuales, en términos de un análisis comparativo de la costo-efectividad del programa en el área jurisdiccional de la Corporación Autónoma Regional del Río Negro–Nare (CORNARE) y de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) y un análisis de sensibilidad de la reducción de la carga contaminante ante diferentes niveles de inversión ambiental, financiada a través de los fondos recaudados por concepto de las tasas. El quinto capítulo presenta las conclusiones y recomendaciones de política.

1. MARCO TEÓRICO

1.1 ECONOMÍA Y MEDIO AMBIENTE

El sistema económico no ha tenido en cuenta el impacto negativo de las actividades humanas sobre el medio ambiente, por dos razones fundamentales. En primer lugar, la economía sólo se ha encargado de contabilizar aquellos recursos naturales que apropiables, valorables e intercambiables, se consideran productibles y por lo tanto están enmarcados en la connotación de riqueza
. En segundo lugar, del entorno físico hace parte una serie de bienes y servicios que no se transan en el mercado y por lo tanto no han sido valorados. Estas situaciones han impedido, por una parte, que el sistema económico refleje la depreciación (agotamiento) y la degradación (perdida de calidades) de la mayoría de los recursos naturales renovables y no renovables que han entrado a formar parte del ciclo económico. Por otra parte, no han permitido valorar los efectos negativos de la actividad económica sobre el medio ambiente debido a que gran parte de los recursos naturales renovables y los servicios ambientales que prestan se consideran abundantes y se clasifican como recursos de acceso abierto: no tienen derechos de propiedad claramente definidos, no existen precios que reflejen su valor y no hay exclusión en su uso.

En el caso de la contaminación ambiental, los agentes contaminadores no pagan por el servicio que el medio ambiente les presta como receptor de desechos y residuos provenientes de la producción y el consumo de bienes. Suelen sobre utilizar el recurso y no tienen ningún incentivo económico (costo ambiental que incluir en el precio de sus productos) para disminuir la contaminación. Se apropian de los beneficios obtenidos del servicio ambiental, pero externalizan los efectos negativos de uso al resto de la sociedad. 

La corrección de este tipo de fallo de mercado ha sido planteada por la teoría económica a través de los enfoques de Coase y Pigou. Coase establece que sólo la libre competencia en el mercado podría conducir directamente a internalizar las externalidades, siempre y cuando existan de unos derechos de propiedad claramente definidos sobre el recurso natural, un escenario temporal y espacial muy limitado, y pocas víctimas y contaminadores que sean claramente identificables y respondan a móviles monetarios. El acuerdo debe alcanzarse bajo el principio del que contamina paga y la finalidad de la negociación es determinar la cantidad optima de contaminación que maximice el valor de la producción.
 Por su parte, Pigou propone el uso de un impuesto estimado con base en el valor monetario del daño causado al medio ambiente, que debe incluir en el precio de los bienes finales el costo de la externalidad causada, y alcanzar así una reducción de las descargas de sustancias contaminantes hasta niveles socialmente aceptables (Gráfica No.1).
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Sin embargo, en el caso de Pigou, la valoración del daño marginal ocasionado por la contaminación es prácticamente imposible, y si las externalidades se hacen más complejas y sus efectos se acumulan en el tiempo y se extienden en el espacio, la  propuesta de Coase no  ofrece una solución aceptable para la economía y la sociedad.

Por todas estas razones, la intervención del Estado se plantea como una alternativa efectiva para el control de la contaminación ambiental, bien sea a través del uso de medidas de comando y control (C&C) y/o por medio de la implementación de instrumentos económicos (IE). Las medidas de C&C garantizarán un nivel de contaminación eficiente para la sociedad, si la imposición de un límite legal sobre el monto de la contaminación emitida por cada fuente se elige en el nivel donde el costo marginal de control es igual al daño marginal social causado por la contaminación de cada emisor. La imposición de una “carga por unidad de emisión”, como IE para el control de la contaminación, producirá un nivel de contaminación eficiente para la sociedad si ésta se fija donde el costo marginal de control y el daño marginal social se cruzan. 

1.2  INSTRUMENTOS DE POLÍTICA PARA EL CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL

Aunque parezcan claros los niveles eficientes de estos instrumentos de política para el control de la contaminación, ellos son muy difíciles de implementar en la práctica, dado que imponen a las autoridades ambientales el manejo de un gran conjunto de información al cual no tienen acceso en la vida real. Es por esta razón que algunas autoridades han optado  por seleccionar niveles legales específicos de contaminación basados sobre criterios de salud humana o ecológica. Con base en estas metas de calidad ambiental, las autoridades se enfrentan a la responsabilidad de asignar la reducción de la contaminación entre las fuentes emisoras. Es aquí donde el criterio de costo efectividad establece que una vez se determine el objetivo en términos de un nivel de contaminación dado, la mejor asignación será aquella que minimice el costo de control y garantice el cumplimiento de la meta. El costo de obtener una determinada reducción en el nivel de contaminación será minimizado si y sólo si los costos marginales de control son iguales para todos las fuentes emisoras.
 Esta asignación dependerá de la aproximación de política que sea utilizada. 

2.2.1 Medidas de Comando y Control

Las medidas de C&C han sido los instrumentos de política más usados para el control de la contaminación ambiental (Anexo No.1). A través de la imposición de estándares de emisión y/o concentración de contaminantes, que deben ser cumplidos de manera uniforme o en forma diferenciada por todas las fuentes emisoras
, estos instrumentos buscan asegurar el cumplimiento de la meta ambiental impuesta por los reguladores cualquiera que ésta sea
. Sin embargo, cuando las medidas de C&C son usadas, no hay razón para creer que el regulador asignará la responsabilidad para reducir la contaminación al menor costo posible. Esto se debe a que las autoridades ambientales no tienen información completa sobre las alternativas de descontaminación de cada emisor y sus costos, información que se encuentra en poder de los emisores y que impide a las autoridades de control realizar una asignación costo efectiva de la contaminación. Bajo estas condiciones, el uso de "límites legales" se convierte en la alternativa de política más costosa para la comunidad regulada (Gráfica No.2). 
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1.2.1 Instrumentos Económicos

Los instrumentos económicos se definen como mecanismos de política ambiental que afectan los costos y beneficios de las diversas actividades de los agentes contaminadores en el mercado y buscan aprovechar las ventajas que éste posee como eficaz transmisor de información (Anexo No.2). Algunos de estos instrumentos de política pueden conducir a la autoridad ambiental a asignar de manera costo efectiva una reducción en el nivel de contaminación. Este es el caso de las cargas por unidad de emisión
. El ente regulador envía señales idénticas a todos los agentes contaminadores (precio por unidad de contaminante emitido) y el mercado se encarga de distribuir la descontaminación donde resulte más barata. Cada agente reducirá su nivel de contaminación hasta el punto donde el costo marginal de control se iguale al valor de la carga y las fuentes que más reduzcan la contaminación serán aquellas que lo puedan hacer al menor costo (Gráfica No.3).

El gran problema que enfrenta este instrumento de política ambiental es la determinación del nivel apropiado de la carga. Cada nivel de la carga resultará en algún nivel de reducción de las emisiones. Por esta razón, la literatura económica plantea el desarrollo de un proceso de ensayo y error para hallar el valor apropiado de la carga. La autoridad ambiental debe partir de una tasa arbitraria y observar la reacción de los agentes cuando la carga es impuesta. La tasa será ajustada de acuerdo a la reducción obtenida en comparación con la reducción deseada. Si la reducción observada es más pequeña que la deseada la carga sería incrementada, y viceversa. Se espera que este sistema no sólo conduzca a una asignación costo efectiva de la responsabilidad de control, sino que además estimule el desarrollo de nuevos y más baratos medios de control de las emisiones (cambio tecnológico)
. 
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2. MARCO LEGAL

2.1 DECRETO LEY 2811 DE 1974

En Colombia, el marco normativo que introdujo el cobro de tasas por uso del medio ambiente para descargar emisiones contaminantes, fue el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente (Decreto Ley 2811 de 1974). Estas tasas, llamadas retributivas, fueron reglamentadas mediante los Decretos 02 de 1982 y 1594 de 1984, para el control de las emisiones atmosféricas y de los vertimientos de aguas residuales, respectivamente. 

En el caso de las tasas retributivas establecidas en el Decreto 02 de 1982, el Ministerio de Salud, que tenía la competencia sobre la calidad del aire, nunca definió los coeficientes de las ecuaciones que establecían el valor de las tasas, razón por la cual nunca fueron implementadas. Entre las razones que pueden explicar esta falta de actuación, se encuentran la ausencia de capacidad técnica en el Ministerio y la presión política de algunos sectores interesados en impedir la aplicación de la norma. 

En cuanto a las tasas retributivas por vertimientos de aguas residuales, el Decreto 1594 de 1984 estableció las fórmulas para su cálculo con base en el servicio de eliminación y control de las consecuencias nocivas de la contaminación hídrica producida por las actividades lucrativas
. En este contexto, las tasas retributivas sólo cubrían los costos administrativos y de investigación de los programas de control adelantados por las autoridades ambientales (CAR e INDERENA)
. 

Dentro de la concepción inicial del Código Nacional de los Recursos Naturales, estas tasas
 fueron utilizadas más como un instrumento financiero compensatorio que como un instrumento económico. No perseguían un objetivo claro de calidad ambiental y si exigían que las autoridades ambientales prestaran previamente el servicio de eliminación y control de la contaminación para hacer efectivo su cobro.
 

2.2 LEY 99 DE 1993

La Ley 99 de 1993 introdujo cambios radicales en la definición y operación de las tasas retributivas en Colombia. De acuerdo con esta Ley, “la utilización directa o indirecta de la atmósfera, del agua y del suelo, para introducir o arrojar desechos o desperdicios agrícolas, mineros o industriales, aguas negras o servidas de cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que sean resultado de actividades antrópicas o propiciadas por el hombre, o actividades económicas o de servicio, sean o no lucrativas, se sujetará al pago de tasas retributivas por las consecuencias nocivas de las actividades expresadas....Estas tasas solamente se aplicarán a la contaminación causada dentro de los límites que permite la Ley, sin perjuicio de las sanciones aplicables a actividades que excedan dichos límites.”

A diferencia de la normatividad anterior, el cobro de las tasas retributivas no se encuentra sujeto a que la autoridad ambiental preste algún servicio de eliminación o control de las consecuencias nocivas de la contaminación. Ahora la Ley establece que las tasas se cobren por las consecuencias nocivas que genera la contaminación. Esto es, la depreciación del recurso y los costos sociales y ambientales que produce (daños a la salud humana, al paisaje, a la tranquilidad pública, etc., y los daños al ecosistema). El problema técnico y económico que surge con esta nueva definición, es la imposibilidad práctica de valorar y trasladar a los agentes contaminadores, dentro de la tarifa de la tasa, la totalidad de los elementos enunciados por la Ley. Aún así, no deja de tener mérito que las nuevas tasas busquen cuantificar el costo total de la contaminación para la comunidad afectada, adecuando su cobro a las circunstancias regionales.

Dentro de la normatividad vigente, todos los usuarios (presentes y futuros) que hagan uso del recurso como receptor de residuos y desechos se encuentran obligados a pagar la tasa, ya sea que desarrollen actividades lucrativas (industria) o no (sector doméstico). De esta manera, se introduce mayor eficiencia y equidad en el uso de este instrumento económico para el control de la contaminación ambiental
.

En el nuevo marco legal, las tasas retributivas sólo se aplican a la contaminación causada dentro de los límites establecidos por la Ley. De acuerdo con esto, las tasas retributivas deben incentivar la reducción dentro de los límites permitidos, para que el costo de oportunidad de la contaminación sea superior al costo de reducirla.  

2.3 DECRETO 901 DE 1997

3.3.1
Aspectos Generales

El sistema de tasas retributivas establecido en la Ley 99 de 1993 fue reglamentado mediante del Decreto 901 de 1997, para el control de vertimientos puntuales
. Siguiendo el método y las reglas de cálculo planteados en el artículo 42 de la Ley, el Decreto 901 determinó que la depreciación del recurso estaría en función de los costos de recuperación del recurso afectado y un factor regional de calificación del daño (DR = CR * K)
.

Se estimaron las tarifas mínimas de la tasa para dos parámetros iniciales de cobro DBO5 y SST, con base en los costos de tratamiento. Se determinó que los costos de remoción por kilogramo de contaminante serían $39.50/kg DBO y $16.90/kg SST (Resolución 0273/97)
. 

Posteriormente, la resolución 0372 de 1998, expedida por el Ministerio del Medio Ambiente, actualizó los valores de las tarifas mínimas a precios de 1998 e incluyó el concepto de ajuste anual por el Índice de Precios al Consumidor – IPC – con el fin de mantener el valor de la tasa en el tiempo.

Tabla No. 4

Ajustes de la Tarifa Mínima de Tasas Retributivas por Vertimientos Puntuales

1997-2001
	Resolución
	Período
	DBO ($/kg)
	SST ($/kg)
	Ajuste
	Fuente

	0273 de 1997
	01/04/97 - 05/05/98
	$39.5
	$16.9
	
	

	0372 de 1998
	05/05/98 - 31/12/98
	$46.5
	$19.9
	17.68%
	DANE-IPC97

	
	01/01/99 - 31/12/99
	$54.26
	$23.22
	16.70%
	DANE-IPC98

	
	01/01/00 - 31/12/00
	$59.27
	$25.36
	9.23%
	DANE-IPC99

	
	01/01/01 - 31/12/01
	$64.46
	$27.58
	8.75%
	DANE-IPC00


Fuente: Oficina de Análisis Económico y Financiero. Ministerio del Medio Ambiente.

Para hacer operativa la implementación de las tasas retributivas a escala regional, el Decreto 901 determinó que las tarifas mínimas de las tasas se ajustarían por un factor regional
. Este factor incrementaría el valor mínimo de las tasas, en una cantidad igual a 0.5 cada semestre (partiendo de 1), hasta lograr el cumplimiento de una meta de reducción de la carga contaminante, convenida por la comunidad regulada y la autoridad ambiental competente.
  

La meta de reducción de la carga contaminante (expresada como la carga total de contaminante vertida durante un semestre en una cuenca o tramo de la misma) se determinaría mediante un proceso de concertación entre la Autoridades Ambientales competentes (Corporaciones Autónomas Regionales, Corporaciones para el Desarrollo Sostenible y Autoridades Ambientales de los Grandes Centros Urbanos) y representantes de todos los sectores regulados (industrial, agrícola, pecuario, de servicios, etc.) para un período de cinco años
. Una vez transcurrido este período de tiempo, si la meta regional es alcanzada la tasa no puede subir más, a no ser que terminado el período correspondiente se fije una nueva meta, o habiéndose alcanzado la meta que se había fijado nuevos  vertimientos hagan que la carga contaminante arrojada al cuerpo de agua supere de nuevo a la establecida.

Las Autoridades Ambientales competentes deben liquidar, facturar y cobrar las tasas por semestre acumulado y retroactivo, pagadero mes a mes, a todo usuario que realice vertimientos puntuales ya sea que vierta directamente sus descargas al cuerpo de agua receptor o lo haga a través del alcantarillado público
. En ambos casos los agentes (particulares o EPS) pueden hacer declaraciones presuntivas de sus vertimientos (cada semestre) ya sea con base en factores de vertimiento per cápita por habitante y por día (contaminación de origen doméstico) o mediante la caracterización representativa de los vertimientos que haga cada usuario (contaminación de origen industrial)
. 

Para establecer los límites permisibles de contaminación, dentro de los cuales se hará efectivo el cobro de las tasas, el Decreto 901 en sus disposiciones finales determinó que dichos límites estarían definidos por el Decreto 1594 de 1984, mientras no se dicten normas que lo sustituyan o modifiquen. Así, la tasa retributiva sólo se cobrará por la carga contaminante máxima contenida dentro de los límites permisibles de vertimiento, sin exonerar a los usuarios del cumplimiento de los límites establecidos, ni impedir la imposición de medidas preventivas o sanciones a que haya lugar de conformidad con el artículo 85 de la Ley 99 de 1993. 

De acuerdo al Decreto 1594 de 1984, el rango de aplicación de las tasas estaría dado de la siguiente manera:

Tabla No. 5

Límites Permisibles de Contaminación para Usuarios Nuevos y Existentes
	Contaminante
	Usuario Existente
	Usuario Nuevo

	
	Límite Mínimo
	Límite Máximo
	Límite Mínimo
	Límite Máximo

	Grasas y Aceites
	0%
	20%
	0%
	20%

	Sólidos Suspendidos
	0%
	50%
	0%
	20%

	DBO Doméstico
	0%
	70%
	0%
	20%

	DBO Industrial
	0%
	80%
	0%
	20%


Nota: Límite mínimo, 0%, corresponde al 100% de  remoción. Límite máximo corresponde al porcentaje máximo de contaminante sin remover.


3.3.2 Consideraciones

· Parámetros de Cobro. Es posible que el cobro de tasas retributivas por los parámetros iniciales, genere por ejemplo un pago más pequeño en una empresa de petroquímica que en una empresa de alimentos. Esta situación deja al descubierto la gravedad del problema que surge al no utilizar otros parámetros de cobro que reflejen, de manera adecuada y prioritaria, la peligrosidad de los factores contaminantes producidos por el sector industrial sobre el medio ambiente y la salud humana.

La experiencia de otros países señala claramente la necesidad de reorientar y establecer parámetros adecuados de contaminación del recurso hídrico. Por ejemplo, en Alemania, la tasa se fija teniendo en cuenta los materiales oxidables, las concentraciones de elementos letales como el fósforo, el nitrógeno, las combinaciones de halógenos orgánicos, metales como  mercurio, níquel, cadmio, plomo, cobre y sus combinaciones, así como los efectos nocivos sobre los peces. Siempre que los elementos nocivos no sobrepasen los límites y concentraciones, establecidos por la norma, ni la cantidad máxima anual permitida, no se requiere pagar la tasa
.
· Sujeto Pasivo. De acuerdo con el artículo 14 del Decreto 901 de 1997, "están obligados a pagar la presente tasa todos los usuarios que realicen vertimientos puntuales. Cuando el usuario vierte a una red de alcantarillado, la autoridad ambiental cobrará la tasa únicamente a la entidad que presta dicho servicio". Pero aún no existe un acuerdo entre las distintas entidades asociadas al sector de agua potable y alcantarillado sobre la responsabilidad del pago de la tasa. De una parte, agremiaciones sectoriales como ANDESCO y entidades del sector público como el Ministerio de Desarrollo Económico sostienen que el sujeto pasivo de las tasas debe ser todas las personas naturales o jurídicas que realicen vertimientos puntuales de aguas residuales. Por su parte, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios considera que si las empresas encargadas del servicio de alcantarillado no adelantan las inversiones necesarias para la descontaminación de las aguas servidas, corresponde a las mismas pagar la tasa por las consecuencias nocivas del vertimiento que generan, sin trasladarla al usuario. 

El problema fundamental es que si bien las ESP son responsables de pagar la tasa como sujetos pasivos de la misma, su cobro genera no sólo grandes costos administrativos y operativos a dichas empresas, sino que además las lleva a asumir, en muchos casos, pasivos de terceros con cargo a sus recursos. Aún así, las ESP deben sentirse comprometidas no sólo ha proveer el servicio de acueducto y alcantarillado a los municipios del país, sino a realizar importartes inversiones en actividades de saneamiento de las aguas vertidas por dichos municipios.

· Metas de Descontaminación. La meta de reducción que fije la autoridad ambiental debe ser concertada con todos los sectores regulados, y debe considerar aspectos sociales, económicos y ambientales. El problema es que aún existen grandes fallas de información en el nivel regional y local para determinar los costos ambientales, sociales y económicos de la contaminación generada. Estos costos se podrían asociar a la afectación de la vida acuática, la diversidad biótica y la capacidad de asimilación del recurso, así como a los riesgos sobre la salud humana y la limitación de los usos actuales y potenciales del recurso.

Es evidente que en los procesos de concertación de las metas regionales, puede darse el establecimiento de una meta de descontaminación igual a cero que pudiera interpretarse como la satisfacción de la sociedad regional con la calidad de sus recursos hídricos. Sin embargo, estas decisiones pueden estar motivadas más por la situación económica del país, que por el hecho de que los vertimientos generados no signifiquen una amenaza real al estado de los recursos naturales dada su capacidad natural de recuperación.
2.4  EL PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN

El Decreto 901 de 1997 estableció un mecanismo gradual, objetivo y sencillo para hacer operativa la implementación de tasas retributivas por contaminación hídrica en Colombia.  Mediante este decreto, el Ministerio del Medio Ambiente fijó el monto mínimo de tasa inicial, una regla de incremento regional y un programa de seguimiento para medir los resultados de su aplicación en la obtención de una meta de calidad ambiental convenida por la comunidad regional
. 

Sin embargo, la implementación del programa no ha sido nada fácil para las Autoridades Ambientales (AA). La aplicación de las tasas requiere del estricto cumplimiento de una serie de pasos, por demás exigentes, que buscan garantizar el éxito del programa. Esta ruta crítica parte del inventario de los usuarios que producen vertimientos, continua con la actualización del sistema de registro de los usuarios, la revisión de las caracterizaciones industriales, el formulario de autodeclaración y el proceso de intercalibración de laboratorios, el cálculo de las cargas contaminantes, la sectorización de la región para la fijación de metas, el establecimiento de las metas, la concertación y aprobación de las metas regionales, la estructuración del sistema de cobro y facturación y la estructuración del sistema de manejo de los fondos recaudados

Tabla No. 6

Ruta Critica para la Implementación de las Tasas Retributivas
	No.
	ACTIVIDAD
	DEPENDENCIA RESPONSABLE

	1
	Inventario de usuarios que producen vertimientos.
	Control y Seguimiento.

	2
	Actualización de los sistemas de registro de usuarios.
	Oficina Jurídica. Archivo. Licencias. Control y Seguimiento.

	3
	Requerimiento para los usuarios que aún no tiene permiso de vertimiento.
	Control y Seguimiento.

Oficina Jurídica.

	4
	Normalización de los expedientes.
	Archivo. Oficina Jurídica.

	5
	Perfeccionamiento del sistema de archivo.
	Unidad Administrativa; Archivo. Control Interno.

	6
	Actualización de las caracterizaciones.
	Control y Seguimiento.

	7
	Reglamentación del formulario de autodeclaración.
	Oficina Jurídica.

	8
	Notificación del formulario de autodeclaración y fechas para la presentación de caracterizaciones.
	Archivo.  Oficina Jurídica.

	9
	Cálculo de las cargas contaminantes.
	Unidad Administrativa de Proyectos y Licencias. Control y Seguimiento.

	10
	Clasificación de las cuencas o tramos, según usuarios y cargas.
	Unidad encargada del Sistema de Información. Control y Seguimiento.

	11
	Fijación de metas por cuencas y por tramos.
	Control y Seguimiento. Dirección General.

	12
	Concertación de las metas.
	Dirección General. Sector Regulado.

	13
	Aprobación de las metas regionales.
	Consejo Directivo. Director General.

	14
	Estructuración del sistema de cobro y facturación.
	Unidad Administrativa y Financiera.

	15
	Estructuración del sistema de manejo de los fondos.
	Unidad Administrativa y Financiera.

	16
	Estructuración, aplicación y retroalimentación del sistema de monitoreo.
	Control y Seguimiento. Unidad de Monitoreo.

	17
	Reglamentación del proceso.
	Secretaría General.

	18
	Incremento en el Factor Regional (Fr).
	Control y Seguimiento. Secretaría General.


Fuente: CORNARE. Propuesta Metodológica para la Implementación de las Tasas Retributivas. 1997. 

Los mayores inconvenientes para el cabal cumplimiento de las primeras actividades han sido las deficiencias en la identificación del número de usuarios asentados en el área de influencia, la información desactualizada o inexistente de la caracterización de sus vertimientos, la presencia de un cúmulo de información obsoleta e inútil en los expedientes y la falta de un registro consecutivo en un sistema de archivo organizado. Ante la incertidumbre sobre la confiabilidad de la información, las Autoridades Ambientales no les ha quedado otra alternativa que aceptar la historia de la información en las condiciones actuales, para fijar la meta regional, y aprovechar la posibilidad que brinda el formulario de autodeclaración para conciliar los datos con la totalidad de los usuarios registrados y detectados, hasta tanto mejore la información proveniente de las caracterización de los vertimientos puntuales. Bajo este contexto, el formulario de Autodeclaración se constituye en un instrumento fundamental de la Autoridad Ambiental para el control de las cargas contaminantes, objeto del cobro de la tasa retributiva, y en él debe quedar consignada solo la información básica necesaria para garantizar un efectivo proceso de liquidación de las tasas.

El análisis minucioso de las cargas contaminantes, como soporte para la fijación de una Meta Regional, hace que las Autoridades Ambientales se enfrente al deber técnico de identificar el nivel de confiabilidad de las cargas reportadas por el sector regulado. La meta regional, por cuencas o por tramos de manejo especial, se definirá y se confrontará a partir de las sumatorias individuales y un mal proceso de cálculo, dará al traste con la verificación de las metas semestrales y deslegitimará el proceso de corrección por el factor regional. 

Ahora se suma al proceso metodológico analizado, el conocimiento geográfico de la región. Una vez ubicados los usuarios registrados con expedientes, además de sus respectivas caracterizaciones de vertimientos sustentadas mediante autodeclaración, éstos deben ser interrelacionados a través de un cuerpo de agua y ubicados en una zona geográfica, claramente delimitada por la misma Autoridad Ambiental. 

Una vez se haya adelantado la localización de los usuarios, ahora la Autoridad Ambiental se enfrenta, en primer lugar, a la necesidad de establecer un compromiso ambiental con un alto nivel de participación de todas las instancias técnicas, con conocimiento de las diferentes problemáticas por contaminación hídrica en la región. En segundo lugar, se plantea la obligatoriedad de revisar la sumatoria total de las cargas aportadas en un determinado tramo, para fijar la meta ambiental dentro de los límites permisibles de contaminación para usuarios nuevos y existentes. 

No cabe duda que el Decreto 901 y su amarre a los límites establecidos para niveles de vertimiento, favorece abiertamente en términos de exigencia a los usuarios más antiguos, si estos se encuentran cumpliendo. Bajo el esquema actual, un usuario existente puede arrojar hasta el 50% de la carga de DBO5  y el 70% de SST, mientras que para un usuario nuevo el Decreto 1594 de 1984 sólo le permite arrojar el 20% de la carga de SST como de DBO5. En otras palabras, el usuario nuevo no podrá ser gravado con tasas retributivas entre 0% y 80% de su descarga industrial y lo máximo que podrá pagar será el equivalente al 20% restante, en el caso que decidiera no hacer ningún tratamiento
.

De esta manera, es importante aclarar que frente a la adaptación de la meta de orden legal, el 99% de los Municipios de Colombia calificarían como usuarios existentes. 

Realizado el análisis legal como prerrequisito para la fijación de la Meta de Descontaminación, ahora las Autoridades Ambientales deben evaluar el estado de deterioro del cuerpo de agua teniendo en cuenta la responsabilidad individual y sectorial de los usuarios, como premisa fundamental para garantizar el cumplimiento de la meta seleccionada. En este sentido, debe tenerse en cuenta que menos del 10% de los municipios del país han avanzado en la implementación de sistemas de tratamiento y para más del 50% de ellos, estas plantas son un sueño inmaterializable en los próximos 10 años. Por todo esto, la aplicación de tasas retributivas debe avanzar sobre metas ajustadas a la realidad y no sobre metas demasiado ambiciosas que permitan el cumplimiento parcial pero lejano de la meta propuesta, por la doble inversión que significan las tasas en un nivel creciente semestralmente y las inversiones en planes maestros de saneamiento básico. Así mismo, debe tenerse en cuenta el gran avance que significan los convenios de producción más limpia y los compromisos sectoriales para la recuperación de los recursos hídricos, en la materialización de metas regionales. 

Ahora bien, por su naturaleza, las Autoridades Ambientales no son instituciones con una buena experiencia en procesos de facturación y cobro, dado que sus ingresos obedecen a un estrecho marco de transferencias fiscales y parafiscales que no demanda más allá de una simple cuenta de cobro.
 De esta manera, el reto que enfrentan las AA es estructurar un sistema moderno de facturación y cobro, articulado a las regulaciones de la División Nacional de Impuestos y Aduanas DIAN
. En este proceso, claramente se identifica la necesidad de articular tres instancias básicas a saber: (1) las Autoridades Ambientales Regionales, con un proceso interno bien definido; (2) el Sistema Financiero y (3) las Empresas que facturan algún servicio. Sobra decir, que para garantizar la eficacia en la implementación del sistema de facturación y cobro, lo último que debe pensarse es en la necesidad de ampliar la planta de personal. 

Luego de iniciado el proceso de liquidación y cobro de las tasas retributivas, el monitoreo se convierte en la piedra angular que garantiza no sólo la efectividad del proceso sino su propia legitimidad. Con la implementación del programa, cada Autoridad Ambiental debe contar con una dotación o acceso a recursos mínimos indispensables como son: un laboratorio normalizado y acreditado por el IDEAM, personal técnico capacitado y modernos equipos para la sistematización de la información obtenida.

En  este sentido, es evidente que la infraestructura y condiciones actuales de las Autoridades Ambientales, con muy contadas excepciones, no están en capacidad de responder al requisito de semestralidad, el cual obliga a la medición de la Meta Regional como condición para modificar o sostener el factor regional.

La inquietud más grande se encuentra en el manejo del 100% de los fondos que recaudan las Autoridades Ambientales directamente en su jurisdicción o del 50% de los fondos transferidos por las Autoridades Ambientales Urbanas. La administración de estos fondos, cualquiera que ésta sea, debe legitimar la aplicación de las tasas y garantizar el seguimiento de los recaudos, la inversión y los avances en el logro de la meta regional propuesta.
4.1.1
Programa de Cooperación Horizontal

Las Tasas Retributivas por vertimientos puntuales fueron reglamentadas en abril de 1997, momento a partir del cual se inicia un proceso de implementación en todas las autoridades ambientales del país (33 Corporaciones Autónomas Regionales y 4 autoridades ambientales urbanas). Este proceso inició con la ejecución de una serie de Talleres donde participaban todas las Autoridades Ambientales Regionales (AAR). Sin embargo, a diciembre de 1997, sólo una AAR, CORNARE, había implementado el programa de tasas retributivas y dos Autoridades Ambientales más habían avanzado significativamente en este proceso de implementación (CVC y CARDER). 

Por todo esto, en 1998 se inicia un Programa de Cooperación Horizontal, liderado por el Ministerio del Medio Ambiente y las tres Corporaciones más avanzadas, en cuya primera fase entran a capacitarse ocho autoridades ambientales más: CAM, CRQ, CARDIQUE, CORALINA, CORPOURABA, CORTOLIMA, CORPONOR, CORANTIOQUIA y CORPONARIÑO. Pero las dos últimas no terminaron el programa de capacitación, mientras que el resto alcanzó a establecer la meta de reducción de la carga contaminante y CORALINA llegó a facturar el primer semestre de cobro. 

A finales de 1998 y ante la necesidad de hacer claridad sobre la destinación específica de los recursos provenientes del cobro de las tasas retributivas, el Ministerio del Medio Ambiente dio a conocer el modelo de Fondos Regionales para la Inversión en Descontaminación Hídrica, como una herramienta complementaria al cobro de las Tasas Retributivas. Una vez definida esta herramienta, en 1999 se inicia la segunda etapa del Programa de Cooperación Horizontal, en la cual entran a capacitarse nueve autoridades ambientales más: CVS, CRA, CAR, CORPOCHIVOR, CORPOCALDAS, CARSUCRE, CORPOBOYACA, COPORINOQUIA y CORPOCESAR. Sin embargo, se presentaron problemas al interior de CARSUCRE, CORPOCESAR y CORPORINOQUIA que impidieron dar continuidad al proceso de implementación.

La evaluación del Programa de Cooperación Horizontal no presenta resultados muy satisfactorios para la totalidad de las autoridades ambientales obligadas legalmente a implementar la tasa y a dar cumplimiento a su reglamentación. La siguiente tabla muestra el estado de avance de cada una de las autoridades ambientales, en las diferentes etapas del proceso de implementación, finalizada la segunda fase del Programa (junio de 2000). 

Tabla No. 7

Estado Actual de implementación de las Tasas Retributivas 
	Etapa
	Autoridad Ambiental

	I. Consolidación del Equipo y Definición de Actividades
	CORPOMOJANA

CDA

CORPOAMAZONIA

	II. Línea Base
	CORPOCALDAS

CARSUCRE

CORPOGUAJIRA

CORPORINOQUIA

CRA

CORANTIOQUIA

CORPOGUAVIO

CRQ

CSB

CORPOCESAR

	III. Concertación y Aprobación de la Meta Regional
	CARDER

CORPOBOYACA

CORPOCHIVOR

CORPAMAG

CORMACARENA

DAMA

	IV. Facturación, Cobro, Recaudo y Monitoreo
	CAR

CAM

CORPONOR

CAS

CORTOLIMA

CORNARE

CVS

CARDIQUE

CRC

CVC

CDMB

CORALINA

CORPOURABA

CODECHOCO

AREA METROPOLITANA

DAGMA

DADIMA



Fuente: Dirección de Política Ambiental. Departamento Nacional de Planeación.

Como se puede observar, a junio de 2000, el 63% de las autoridades ambientales del país ya contaba con metas ambientales sobre sus cuerpos de agua. El 74% de ellas estaba facturando y el 52% de las mismas tomó la decisión de adoptar un Fondo Regional
.

A pesar que CRQ y CARDER se consideraban Corporaciones avanzadas en las actividades relacionadas con el proceso de implementación, estas autoridades vieron frenados sus procesos debido al terremoto del eje cafetero en enero de 1999 y por resolución presidencial se suspendió el cobro de las tasas en los departamentos de Quindío y Risaralda por un período de un año. Actualmente estas Corporaciones se encuentran reiniciando sus procesos, lo cual implica realizar nuevamente la construcción del escenario base y la propuesta de meta, ya que muchos de los vertimientos identificados inicialmente ya no existen o se tienen nuevos usuarios.

Debe tenerse en cuenta además, que muchas AAR fueron creadas con la Ley 99 de 1993 y por lo tanto carecen de experiencia y poseen poca infraestructura administrativa para desarrollar de manera eficiente estos procesos
. Por otra parte, existen graves deficiencias presupuestarias en más de la mitad de las AAR que han ocasionado un retraso adicional en el proceso de implementación de las tasas retributivas a nivel nacional.

Si bien las actividades de facturación y cobro han mostrado progresos, son temas que en algunas autoridades ambientales no se han consolidado.
 En promedio, el recaudo reportado por las AAR más avanzadas demuestra que apenas ha ingresado el 28% de lo facturado, situación que se explica por la poca claridad que aún existe para transferir el cobro de la tasa en la factura de servicios domiciliarios y que está generando una serie de pasivos de importancia, ante la incapacidad de las empresas públicas prestadoras de los servicios de acueducto y alcantarillado para cancelar el valor de las respectivas tasas (Ver Anexo 4). 

Teniendo en cuenta que la meta establecida por el Ministerio del Medio Ambiente para el cuatrienio es lograr la implementación de las tasas retributivas por contaminación hídrica en 29 AAR y de los Fondos Regionales en 20, se hace urgente superar grandes limitantes del proceso a escala regional, como la demora en la acreditación de laboratorios por parte del IDEAM y la armonización del programa de tasas retributivas con los Convenios de Producción más Limpia
. 


4.1.2
Fondos Regionales de Inversión en Descontaminación Hídrica

Un punto muy importante que se trató dentro del Programa de Cooperación Horizontal, fue la creación de unos Fondos Fiduciarios Regionales, con el fin de dar claridad a la destinación de los recursos generados por el cobro de tasas retributivas en el país
. Estos Fondos asegurarían un flujo constante de ingresos para cofinanciar proyectos de descontaminación, en la misma cuenca donde se encuentra implementado el programa de tasas, y financieramente buscarían apalancar recursos adicionales con el objetivo de aportar capital de inversión de bajo costo a la comunidad regulada
.

De acuerdo con la Oficina de Análisis Económico del Ministerio del Medio Ambiente, la constitución de los Fondos de descontaminación de aguas residuales se realizaría bajo los siguientes principios
:

· Eficiencia Económica: en el proceso de selección, los proyectos a cofinanciar deben garantizar la mayor reducción posible de contaminante por cada peso invertido en la región.  

· Eficiencia Administrativa: la implementación del programa de tasas y la operación de los fondos regionales para la descontaminación debe realizarse al mínimo costo, desde la facturación y el cobro, hasta la selección y el seguimiento de los proyectos.

· Eficacia en la articulación de esfuerzos y fuentes de financiación: promoviendo proyectos de gran impacto ambiental.

· Transparencia: en el manejo y uso de los recursos del Fondo Regional.

· Facilitar a las Autoridades Ambientales Regionales la aplicación de programas de descontaminación de aguas: articulando los planes de desarrollo regional, los planes de gestión ambiental y los planes de inversión de los recursos del Fondo.

· Participación de la comunidad regulada: en los procesos de decisión y veeduría de los proyectos financiados por el Fondo. 

Al igual que en el proceso de concertación la meta regional, se busca que la Junta Directiva del Fondo Regional esté conformada de manera equitativa por representantes de los diferentes sectores, entre los cuales se encuentran el Director de la autoridad ambiental regional, un representante de la entidad fiduciaria, delegados del sector contaminante (industria, agricultura, municipio, etc.), y representantes de los sectores afectados por la contaminación (sector salud, ONGs, comunidad, etc.). Se espera que con dicha administración sean aprobados los proyectos más costo-efectivos,
 al distribuir los recursos de la siguiente manera:

· 55% para proyectos de tratamiento de aguas residuales en los municipios. Se cofinanciará máximo el 30% del valor de la inversión del proyecto municipal.

· 10% para cofinanciación de preinversión técnica y financiera de proyectos de tratamiento de aguas  residuales en los municipios. Se financiará hasta el 70% de dichos costos, siempre y cuando los proyectos se consideren prioritarios dentro del Plan de Gestión Ambiental dela Corporación.

· 25% para proyectos del sector privado destinados a investigación aplicada sectorial en producción limpia, descontaminación de agua y casos piloto demostrativos. Se cofinanciará máximo un 30% del proyecto.

· 10% para proyectos de investigación básica y educación ambiental relacionados con la contaminación hídrica, y para la administración del Fondo. Se cofinanciará hasta un 50% de Estudios de Investigación Básica y Educación Ambiental relacionados con la problemática y la solución de la contaminación hídrica a nivel regional. 

Con este modelo de Fondos Regionales, el Ministerio del Medio Ambiente plantea un gran mecanismo que puede ayudar a que la comunidad regulada por la tasa retributiva acoja la medida y perciba los beneficios directos de cumplir con si pago;  solucione el problema de escasez de capitales destinados a la solución del problema de contaminación por aguas residuales; desarrolle un proceso de articulación con las entidades y fuentes de financiación que pueden aportar a la solución de la contaminación hídrica (Fondo Nacional de Regalías, Situado Fiscal, Recursos de Cooperación Internacional, etc.); e impulse en el mediano plazo la recuperación efectiva de la calidad de los recursos hídricos del país.

Sin embargo, cualquier decisión de crear Fondos para la descontaminación del agua debe contemplar la solución de los problemas inherentes al establecimiento de esta clase de subsidios a la inversión: el establecimiento de criterios técnicos y económicos para la selección de los proyectos más costos-efectivos, evitando que los agentes busquen los recursos del fondo con el único fin de tener acceso a recursos baratos, sin destinarlos a proyectos que mejoren la calidad ambiental. 

La búsqueda de rentas y los elevados costos de transacción pueden distorsionar la toma de decisiones en la selección de los proyectos y la asignación de los recursos financieros llevando a la realización de proyectos que no cumplen con el criterio de eficiencia económica. Estas decisiones de asignación no son optimas cuando no existen prioridades de inversión claramente definidas ni la capacidad institucional para evaluar las diferentes alternativas
.  

Ante estos hechos, que pueden desvirtuar todo el modelo de Fondos Regionales, el Ministerio del Medio Ambiente ha previsto que cada Fondo debe contar con expertos evaluadores para determinar la viabilidad técnica del proyecto y verificar los criterios de costo efectividad, sostenibilidad financiera y descripción de los beneficios ambientales
. De esta manera, la Junta del Fondo podrá ordenar y calificar los proyectos ponderando los tres criterios ya revisados por los expertos evaluadores: costo anual equivalente por unidad reducida (60%), sostenibilidad financiera del proyecto (30%) y descripción de los beneficios ambientales del proyecto (10%).     

Si se tiene en cuenta que el recaudo de las tasas retributivas para los próximos diez años puede ascender a US$502 millones, que representan el 23% de los recursos necesarios para lograr las metas de descontaminación planteadas, es evidente que los recursos financieros provenientes de estas tasas no alcanzan a cubrir la totalidad de la inversión requerida por los sectores público y privado para financiar proyectos de descontaminación de aguas residuales
. Mas aún cuando la construcción de nuevos sistemas de tratamiento en los municipios del país, con una eficiencia del 80%, requiere una gran inversión inicial e implica unos grandes costos de operación anual, que deben ser cubiertos por los usuarios del servicio de alcantarillado, y que en el largo plazo trae consigo menores tasas retributivas que se cobrarían sólo por la carga contaminante no removida
.

Tabla No. 8

Estimación del Recaudo de Tasas Retributivas para DBO5 y SST. 1998 2007,.

	SECTOR
	RECAUDO

	Doméstico
	US$ 199,872,890

	Industrial
	US$ 78,737,150

	Agropecuario
	US$ 223,623,267

	Total
	US$ 502,233,307


Fuente: Oficina de Análisis Económico
 

       Dólares constantes de 1997

5. EVALUACION DEL IMPACTO ECONOMICO Y AMBIENTAL DEL COBRO DE TASAS RETRIBUTIVAS POR  VERTIMIENTOS PUNTUALES

5.1  Análisis Comparativo
Analizar la costo-efectividad del Programa de Tasas Retributivas para la Comunidad Regulada, especialmente para el sector productivo. Este análisis se realizará examinando la reducción en la carga contaminante de DBO5 y SST que se obtuvo por cada peso invertido tanto en el pago de las tasas como en la inversión ambiental realizada por el sector productivo, para controlar la contaminación vertida dentro de las cuencas reguladas. 

5.1.1 Metodología ¿?

5.1.2 Resultados ¿?

5.2 Análisis de Sensibilidad
Realizar un análisis de sensibilidad de la reducción de la carga contaminante en las cuencas reguladas, ocasionado por diferentes niveles de inversión ambiental en proyectos de descontaminación hídrica, financiados mediante los fondos recaudados por concepto de las tasas.

5.2.1 Metodología ¿?

5.2.2 Resultados ¿?
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Si el impuesto de Pigou lograra representar el costo marginal de los daños sociales y ambientales derivados de la contaminación, entonces se alcanzaría una reducción de las descargas de sustancias contaminantes hasta niveles socialmente aceptables. Esto implicaría que los contaminadores reducirían las descargas hasta un punto en donde el costo marginal de reducir las descargas se igualara con el costo marginal del daño social y ambiental (igual al impuesto por contaminación). 





Los costos marginales de descontaminación de los agentes A, B, C, D y E  son diferentes.  En este caso, al imponérseles a todos una norma de descontaminación N, los agentes A y B incurrirán en costos mucho mayores que el resto, mientras que el agente E incurrirá en costos relativos muy bajos.  En este caso, las empresas A y B se encuentran en una clara posición de desventaja frente a sus competidores.





   N





Contaminación





E





D





C





B





A





A





$





$





T











A





A





B





C





D





E





Contaminación





Con una tasa de contaminación igual a T. Los agentes igualan sus costos marginales de descontaminación y cada uno descontamina hasta el punto en que éstos se igualan a la tasa.
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